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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez. Asimismo, se encontraba presente el Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia, señor Álvaro Pavez Jorquera.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:44, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar al señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo en el cargo de Ministro de la Excelentísima Corte Suprema (boletín N° S 1.821-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).



--Queda para tabla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

IV. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑOR MANUEL VALDERRAMA REBOLLEDO COMO MINISTRO DE CORTE SUPREMA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el oficio mediante el cual Su Excelencia la Presidenta de la República pide el acuerdo del Senado para designar en el cargo de Ministro de la Corte Suprema al señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo, solicitud respecto de la cual se hizo presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política. 



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.821-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 39ª, en 4 de agosto de 2015.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 42ª, en 12 de agosto de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, para el análisis de este asunto se cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, órgano que recibió en audiencia al señor Valderrama en sesión a la que asistió también la señora Ministra de Justicia.



La referida Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín), de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los Ministros de la Corte Suprema.



Cabe tener presente que para nombrar al señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo se requieren dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, esto es, a lo menos 22 votos favorables.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Ministra señora Blanco solicitó el ingreso del Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Álvaro Pavez.



¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.
El señor WALKER (don Ignacio).- Solicito abrir la votación, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece, señores Senadores?



Acordado.



En votación la proposición de nombramiento.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador  señor De Urresti,

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló una proposición para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago don Manuel Valderrama Rebolledo.



En el oficio que la Primera Mandataria dirigió al Senado explica que dicho nombramiento tiene su origen en el hecho de que se encuentra vacante un cargo de Ministro del Máximo Tribunal como consecuencia de la renuncia voluntaria de don Rubén Ballesteros Cárcamo.



Informa, además, que el 9 de julio de 2015 la Corte Suprema le comunicó al Gobierno la cinquena a que hace referencia el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental.



El 4 de agosto del año en curso la Presidenta de la Republica, en uso de las atribuciones que le confiere la Ley Fundamental, le hizo presente a esta Corporación su decisión de proponer al Ministro señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo para ocupar el cargo que se halla vacante en la Corte Suprema.



La Comisión recibió en audiencia al candidato, quien fue acompañado por la señora Ministra de Justicia.



En el estudio de este asunto dicho órgano técnico constató que el Ministro señor Valderrama es licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile y abogado desde 1982.



Asimismo, que en 1986 ingresó al Poder Judicial, desempeñándose en primer lugar como juez del trabajo de la ciudad de Punta Arenas.



En 1994 cumplió la función de relator interino de la Corte de Apelaciones de esa misma ciudad.



El año 1995 fue designado juez del Tercer Juzgado de Letras de Punta Arenas, empleo que ejerció hasta 1998, fecha en que fue ascendido al cargo de fiscal de la Corte de Apelaciones de la mencionada ciudad.



Desde 2006 hasta hoy ha ejercido el empleo de Ministro de la Corte Apelaciones de Santiago.



Igualmente, ha sido profesor de Derecho Procesal en las Universidades de Magallanes y Alberto Hurtado.



Ha participado en diversos seminarios y cursos de perfeccionamiento en la Academia Judicial, en el Instituto de Estudios Judiciales y en los centros universitarios donde ha impartido cátedras.



En su exposición ante la Comisión de Constitución, el Ministro detalló su carrera profesional en el Poder Judicial y su especial preocupación por la modernización de este servicio, haciendo notar la importancia de que escuche las demandas de la ciudadanía, especialmente en los lugares más apartados, como -tal fue su caso- el sur austral de nuestro país. Del mismo modo, subrayó al valor de los cambios legislativos introducidos en los últimos años y que impactan en el quehacer del Poder Judicial, en particular a partir de la reforma procesal penal.



Se trata, señor Presidente, de un funcionario con una dilatada labor jurisdiccional, que tiene especial preocupación por la docencia y que ha realizado un relevante trabajo de difusión de la reforma procesal penal.



En su exposición el Ministro señor Valderrama connotó las fortalezas y las debilidades de nuestro sistema procesal penal. Y sugirió algunas medidas que se podrían aplicar para mejorar su implementación. Entre ellas destacan el valor de la adecuada coordinación entre los fiscales del Ministerio Público y las policías; el papel que deben cumplir los fiscales en la investigación de los delitos; la importancia de proteger a las víctimas y potenciar su participación en el proceso. Asimismo, la necesidad de establecer una nueva judicatura, preocupada del cumplimiento de las penas, de las salidas alternativas y de las medidas aplicadas a los menores infractores de la ley penal adolescente. Finalmente, el papel de la Corte Suprema en la interpretación de las leyes y la aplicación de las sanciones que consagra nuestro ordenamiento jurídico.



Luego de un intercambio de opiniones y de la formulación de preguntas, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia acordó por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Araya, Espina, Harboe, Larraín y quien habla, informar a la Sala que la proposición de su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Manuel Antonio Valderrama Rebolledo cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos en el ordenamiento jurídico vigente.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, en el Salón de Plenarios del Congreso Nacional, a pocos metros de este Hemiciclo, se está desarrollando un seminario sobre descentralización.



En nuestro país la descentralización se halla bastante al debe. La Presidenta de la República convocó a una comisión asesora -conformada por expertos- multidisciplinaria, multisectorial y multipartidista para que le entregara propuestas sobre la materia.



Pues bien, considero sobremanera significativa la señal que damos esta tarde en nuestra condición de Senadores al aprobar la nominación como integrante de la Corte Suprema de un Ministro que inició su carrera dentro del Poder Judicial en Punta Arenas y que, además, es oriundo del extremo sur de Chile.



En mi concepto, esas señales importan mucho. Y por eso yo quería hacer el punto.



Asimismo, me pareció muy positiva la intervención que el Ministro señor Valderrama efectuó hoy en un medio de comunicación. Allí hizo una crítica frontal y asertiva a los métodos que utilizan algunos fiscales cuando no piden medidas precautorias respecto de los delincuentes.



Esa intervención reviste gran importancia, pues de alguna manera da cuenta de que aquel magistrado tiene conciencia real de que el combate contra la delincuencia debe ser mucho más coordinado con las policías. Y los fiscales tienen bastante que decir sobre el particular, porque, cuando no solicitan medidas especiales a los efectos de concretar las acusaciones, finalmente los jueces, en reiteradas oportunidades, deben dejar libres a quienes han delinquido.



Me gusta, pues,  esa mirada que tiene el Ministro señor Valderrama.



Por consiguiente, con mucho gusto doy mi voto a favor de su nombramiento como integrante de la Corte Suprema.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, una de las atribuciones más importantes del Senado es nada menos que la de nombrar ministros de la Excelentísima Corte Suprema. Pero creo que, de ejercerla con mucha frecuencia, a veces no valoramos la responsabilidad que esa atribución envuelve para nosotros.



Los ministros de la Corte Suprema son las máximas autoridades del Poder Judicial. Por ende, elegir buenos integrantes para el Máximo Tribunal es una tarea que no podemos delegar. Y nuestra resolución a veces podrá coincidir con la opinión del Ejecutivo, pero en otras oportunidades, no.



En este caso, pensamos que la Presidenta de la República tomó una muy buena decisión, porque el Ministro señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo tiene una trayectoria impecable, intachable, que, a mayor abundamiento, inicia -esto es muy significativo- como juez de letras de Punta Arenas.



O sea, estamos en presencia de un magistrado que sabe lo que ocurre en un tribunal de comuna. Ello reviste gran importancia, pues permite recoger la experiencia en terreno -y, por tanto, no quedarse solo con la formación académica y teórica- y conocer los problemas reales que afectan a la ciudadanía en el ámbito legal.



Un ministro “con camarín” es importantísimo.



A mi entender, en esta ocasión tenemos un muy buen ministro.



De otra parte, pude leer muchos fallos del señor Valderrama como Ministro de Corte de Apelaciones: estaban -lo digo francamente- muy bien fundados. 



Más allá de si uno concuerda o no, reviste gran significación ver si un juez falla conforme al mérito de los antecedentes del juicio; si su argumentación es adecuada; si razona como debe hacerlo un magistrado independiente.



El Ministro señor Valderrama tiene fallos que han formado parte de nuestra jurisprudencia.



Ahora, dicho magistrado se refirió a un asunto que toca al Senado: las modificaciones al Código Procesal Penal, que se encuentran pendientes en el Parlamento desde hace dos o tres años; aún no las hemos despachado.



En la Cámara de Diputados hay una agenda corta, a la que se puso “suma” urgencia.



Sin embargo, yo quiero puntualizar que, cuando el actual Gobierno tiene 9 por ciento de evaluación positiva en materia de seguridad ciudadana -la situación no era muy distinta en la Administración anterior- y en el Parlamento no somos capaces de adoptar decisiones sobre enmiendas legales urgentes para enfrentar el principal problema de la ciudadanía, el Ministro señor Valderrama nos dice: “¿Se requieren modificaciones? Sí”. Y señala cuáles son: las planteadas en diversos proyectos. O sea, con toda razón, nos traslada la responsabilidad y nos pide que dejemos de ser diagnosticadores y comentaristas de la seguridad ciudadana y procedamos a cambiar leyes (al respecto existe amplio consenso) que necesariamente deben reformarse.



No sé qué les ocurre a Sus Señorías cuando van a sus circunscripciones; a lo mejor les expresan que el problema de la seguridad ciudadana está resuelto. Pero a mí me sucede todo lo contrario: la gente me dice: “¡Estoy angustiada! ¡Me asaltan, me roban! Lo único que le pido es que usted, por quien voté, represente esta realidad, legisle y la cambie”.



En la Comisión Especial de Seguridad del Senado acabamos de terminar un informe que contiene una cantidad enorme de propuestas.



En todo caso, creo que llegó la hora de que legislemos sobre la materia en comento.



Y el Ministro señor Valderrama apunta:



Primero, es fundamental hacer un seguimiento a quienes tienen órdenes de detención por delitos graves y están prófugos de la justicia. Suman 66 mil personas; o sea, ¡un y medio Estadio Nacional!



Segundo, es necesario fortalecer las atribuciones de nuestras policías, que son de las más débiles previstas en la legislación comparada.



Tercero, debe haber coordinación entre policías, fiscales, jueces y alcaldes (eso figura en el proyecto sobre seguridad que proponemos).



Y cuarto, es esencial -con esto termino- exigirles a los fiscales que cumplan adecuadamente su labor de investigar.



Por las consideraciones expuestas, nosotros votamos a favor del Ministro señor Valderrama para que integre la Excelentísima Corte Suprema.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, hoy el Senado está convocado para ratificar o rechazar la proposición de la Presidenta de la República consistente en nombrar al señor Manuel Valderrama Rebolledo Ministro de la Corte Suprema.



Debo aclarar que no había tenido la oportunidad de conocerlo personalmente. Pero escuché la exposición que hizo en la Comisión de Constitución.



En mi concepto, se trata de un magistrado que reúne las condiciones necesarias para llegar a la Corte Suprema.



Primero, tiene una vasta experiencia en el mundo judicial.



A nosotros nos alegra mucho -ya lo destacó la Senadora Lily Pérez- que haya iniciado su carrera judicial y desarrollado parte importante de ella en Punta Arenas, donde fue juez del crimen durante bastante tiempo, hasta que llegó a la Corte de Apelaciones de Santiago.



Además de su currículum judicial, hay que destacar su paso por la Contraloría General de la República y por la Dirección del Trabajo.



Aparte su labor judicial, sobresale en el Ministro señor Valderrama, según consta en su currículum -lo comentó en la Comisión de Constitución-, una amplia labor académica: ha hecho clases en distintas universidades, tanto de Magallanes cuanto de Santiago, y también en la Escuela de Carabineros; esto, obviamente le permite una mirada distinta sobre la forma de enfrentar los problemas de seguridad pública.



Se ha especializado en la reforma procesal penal. Es uno de los ministros que más deben de conocer del tema, no solo en su aplicación práctica, sino también teórica, que es muy necesaria.



Por estas razones, voy a votar a favor.



Espero que el Senado otorgue su acuerdo, porque creo que el ministro señor Valderrama puede ser un muy buen aporte, sobre todo hoy día, cuando estamos discutiendo modificaciones de dicho sistema que son del todo convenientes. Ayer hizo en la Comisión una exposición muy certera respecto de cuáles son los nudos críticos que se observan en la coordinación de las policías y el trabajo de los fiscales, además de realizar una autocrítica de lo que ha estado haciendo el Poder Judicial.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, la verdad es que tener la posibilidad de apoyar el nombramiento de un nuevo integrante de la Corte Suprema como el que nos ocupa constituye una tremenda oportunidad, porque el ministro señor Valderrama reúne ciertas condiciones que ameritan su llegada al Máximo Tribunal.



Ya se han mencionado sus inicios como magistrado en Punta Arenas. Es decir, se trata de un hombre con la práctica judicial propia, no de las grandes ciudades, sino de aquellas donde los jueces no solo son los que imparten justicia, sino también los que muchas veces inspiran conductas.



A la vez, presenta el mérito de haber sido y de ser un académico. Tal como se lo manifestamos en la sesión de la Comisión de Constitución, la virtud de la praxis unida a la academia permite formar jueces conscientes, al pasar a integrar la Corte Suprema, de que sus resoluciones, sus fallos, serán de mucha influencia en las decisiones de la sociedad. Un magistrado del Más Alto Tribunal genera jurisprudencia. Es alguien que debe contar con la capacidad, no solo de resolver adecuadamente y conforme al ordenamiento jurídico las causas que se someten a su consideración, sino también, en particular, la de comprender el funcionamiento del Estado, la evolución social, la evolución cultural, la evolución valórica de la comunidad, porque una sentencia de la Corte Suprema es fuente de derecho.



Por eso es que la virtud de la vinculación de la práctica y la academia permite, a mi modo de ver, presagiar que la participación activa del ministro señor Valderrama en el Máximo Tribunal va a ser un aporte importante. Creo que su conocimiento acabado sobre el nuevo proceso penal, sus juicios fundados respecto de la necesidad de efectuar ciertas enmiendas, sin temor de que ellos puedan generar algún tipo de debate, son propios del proceso venidero en materia de modificaciones.



Así que felicito la decisión de la Presidenta de la República, quien, dicho sea de paso, es la segunda vez que tiene la oportunidad de promover al señor Manuel Valderrama. En efecto, en 2006 lo designó ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago y hoy lo propone al Senado como ministro de la Corte Suprema de Justicia por su buen desempeño.



Para terminar, quisiera mencionar un hecho que me parece de relevancia: estamos designando un ministro del Más Alto Tribunal. Es un procedimiento republicano muy importante. Tenemos que terminar con una institución paralela, la de los abogados integrantes, que no pasan por esta Corporación y se someten a otro sistema de enmienda.



Hoy día nos hemos impuesto de que la Corte Suprema ha otorgado la libertad condicional a un delincuente, a un condenado por delitos gravísimos de secuestro y de otro tipo. Y déjeme decirle, señor Presidente, que ese fallo fue dictado en una Sala de cinco miembros, dos de ellos abogados integrantes. Lo anterior no parece conveniente, porque si el Senado, en virtud del procedimiento establecido en la Constitución, tiene a bien aprobar la nominación de ministros de la Corte, lo que corresponde, entonces, es que justamente sean ellos los que integren una Sala y no abogados integrantes que contribuyan a decisiones como la señalada.



Por eso, le pido a la señora Ministra de Justicia, aquí presente, quien sé que tiene en carpeta un proyecto de ley sobre el particular, que de una vez por todas terminemos con la institución a que he hecho referencia y rindamos honores como corresponde a aquellos jueces, hoy ministros, que se han ganado un espacio en el tribunal de la máxima jerarquía en el país.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, del mismo modo que los demás integrantes de la Comisión y que quienes ya han manifestado su parecer, quiero sumar nuestra voz a la aprobación de la proposición de la Primera Mandataria y de su titular de Justicia para nominar ministro de la Corte Suprema al señor Manuel Valderrama.



Antes de referirme al punto, y ya que quien me antecedió en el uso de la palabra se refirió al asunto de los abogados integrantes, deseo sumarme a esa inquietud.



Pienso que estos exhiben mucha sabiduría y prestigio profesionales, por cierto, pero que no necesariamente deben formar parte de nuestros tribunales. Particularmente graves son los casos de las cortes de Apelaciones en las regiones, en donde la situación es muchísimo más compleja por tratarse de un ámbito más pequeño y por las relaciones con los colegas de la plaza, lo que hace que los fallos sean muy cuestionados.



Así que, aprovechando la oportunidad, me sumo a la petición formulada. Ojalá que la Sala pudiera aprobar el envío de un oficio al Ejecutivo para pedir el término de los abogados integrantes y su reemplazo por una iniciativa como la de ministros suplentes o que efectivamente integren, pero que cuenten con una formación de carrera.



Lo dejo planteado, señor Presidente, para los efectos de su decisión.



Sin embargo, lo más importante en esta ocasión es, ciertamente, el nombramiento del ministro señor Manuel Valderrama como integrante de la Corte Suprema. Sobre la base de los antecedentes ya proporcionados, solo quiero referirme brevemente a algunos aspectos que nos quedaron grabados en la reunión en que lo recibimos.



El primero de ellos es la certeza de estar frente a alguien de una profunda vocación judicial. Lo consignó: “Siempre quise ser juez”. Y me parece que esta circunstancia efectivamente lo ha marcado en su desarrollo. No se trata solo de su historia profesional, sino de que en su exposición fue dable advertir, a veces, en gestos, en actitudes, en palabras, el reflejo de lo que hay en el fondo de su alma, que en este caso es la vocación judicial. Es un juez de tomo y lomo. Y da gusto que personas con esta historia lleguen a la Corte Suprema.



Es cierto que el Máximo Tribunal de pronto también puede tener voces y miradas distintas. En la reforma constitucional de hace algunos años aprobamos la incorporación de miembros que no presentan una trayectoria judicial precisamente para darle un aire y una visión diferentes, como la de alguien proveniente de la profesión, con otra experiencia, o de la academia.



En lo central, se trata de jueces, y, por eso, a mí me parece muy positivo el nombramiento.



En seguida, por la forma como el señor Valderrama ha desarrollado su carrera judicial, estimo que es muy de ir a terreno, no solo de quedarse en su despacho resolviendo casos que conozca a través de los expedientes, de los abogados que intervienen o de las partes. En muchas ocasiones, por lo que contó, ha seguido un camino distinto.



Asimismo considero valiosa su historia académica. Ha estado permanentemente vinculado a la labor de hacer clases y de contribuir, a través de universidades, a la reflexión y formación de abogados; pero también ha participado en la Academia Judicial, donde registró un desempeño muy efectivo por mucho tiempo.



A ello se agrega la relevancia que le atribuye a la educación. En un minuto dado, a propósito de otro comentario, hizo presente su preocupación acerca de la necesidad, por ejemplo, de enfrentar los déficits de nuestra juventud al respecto. Planteó que no sería malo volver a lo que antiguamente se conocía como “educación cívica”. Es decir, me parece que su visión igualmente enriquece, con esa perspectiva, su rol futuro como ministro de la Corte Suprema. 



Y, finalmente, en su exposición también fue muy claro respecto de temas jurídicos en discusión, en orden a cuál será el rol futuro del Máximo Tribunal, frente a los distintos recursos que están cambiando su fisonomía, o bien, en materias del Código Procesal Penal, como lo recordaba un colega, en lo que el señor Valderrama también manifestó ideas muy precisas, como la de darles más atribuciones a las policías o una mayor protección a las víctimas.



Del mismo modo, se refirió a un asunto objeto de un largo análisis, pero que no ha sido resuelto, que es el de contar con un tribunal de ejecución de penas que permita a los organismos jurisdiccionales dedicarse al debate sustantivo y no perder un tiempo precioso en aspectos de ejecución procesal.



Por todas estas consideraciones, con mucho agrado votamos a favor de la proposición del Ejecutivo en el sentido de nombrar ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, es un momento importante y republicano aquel en que esta Corporación se pronuncia sobre una solicitud de la Primera Mandataria para nombrar un titular del Máximo Tribunal, como es el caso del señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo.



Se han destacado mucho las cualidades de este último.



Creo que ha habido mucho acierto al constatarse que estamos frente a una propuesta distinta de otras que hemos conocido en el Hemiciclo. Ella ha generado un nivel de acuerdo y de consenso muy amplio.



Se trata de una persona que ha desarrollado su carrera profesional apegada a la función pública: en la Contraloría, en la Dirección del Trabajo, en un tribunal laboral y haciendo patria en Punta Arenas -considero importante destacarlo-, donde fue relator interino de la Corte de Apelaciones, juez del Tercer Juzgado de Letras y fiscal de la Corte de Apelaciones, habiéndose desempeñado desde 2006 a la fecha como ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.



Un señor Senador que intervino con anterioridad ya destacó algo que a mí me ha llamado poderosamente la atención sobre la trayectoria y, en general, la actitud del candidato a la Corte Suprema: para el señor Valderrama ha sido un honor y un orgullo administrar justicia. Es un hombre con pasión por el trabajo que ha desarrollado, y, sin duda, el actual es un paso determinante al final de su carrera.



Destaco, como otros colegas, no solo lo que ha sido su desarrollo académico, su compromiso con la reforma procesal penal, sino también la capacidad de hacer un diagnóstico, en su presentación, de situaciones que afectan al Poder Judicial y, sobre todo, a nuestra sociedad, que es el ámbito en que se actúa. Por ende, junto a su dilatada función profesional, a su destacada actividad docente, cabe subrayar su aptitud para hacer propuestas respecto a qué hacer para que en nuestro país se administre justicia de mejor manera.



No se trata únicamente de que haya recordado el tiempo en que estuvo en la Academia Judicial, de cómo ello le sirvió como una oportunidad para profundizar conocimientos, sino que deseo resaltar, por sobre todo, su disposición a entregar sugerencias o reformas fundamentales complementarias a lo que ha sido el proceso penal.



No voy a detenerme mucho en estas últimas, pero lo de implantar un tribunal de ejecución de las sanciones para hacerles un seguimiento efectivo a los condenados es algo pendiente, y me parece positivo escuchar su compromiso con este tipo de ideas.



También cabe mencionar lo de dar una adecuada protección a las víctimas, lo que implica reconocer que el Estado se encuentra en deuda con ellas, como lo expresó un colega que me antecedió en el uso de la palabra.



Un asunto discutible -y me agrada cuando un candidato a la Corte Suprema da a conocer sus opiniones- dice relación con la necesidad de revisar la legislación sobre las atribuciones de las policías, para asegurar que los antecedentes y las pruebas disponibles permitan en la primera etapa una mayor eficacia en la administración de justicia y poner fin a la percepción ciudadana acerca de la denominada “puerta giratoria judicial”.



La bancada del Partido Socialista va a respaldar unánimemente la propuesta de la Primera Mandataria.



A título personal, deseo destacar la relevancia de la meritocracia cuando una carrera se logra encarnar en una persona que siempre quiso desempeñarse en el Poder Judicial, que siempre quiso ser juez, y que a lo largo de su vida lo ha concretado en una provincia y, a partir de hoy, en la institución más importante de la justicia en nuestro país, que es la Corte Suprema.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, seré muy breve. Creo que muchos de los colegas que me han antecedido en el uso de la palabra ya han hecho referencia a las cualidades del señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo para ser un futuro ministro de la Corte Suprema.



Deseo destacar solo que esta es una de las pocas instancias en que el Senado toma una decisión que involucra a los tres Poderes del Estado: la Corte Suprema le propone nombres al Poder Ejecutivo, que pondera los antecedentes y, a su vez, nos formula una proposición a nosotros, que tenemos la responsabilidad de aceptar la sugerencia o de rechazarla.



No es una cuestión menor. En el pasado ha habido votaciones muy complejas respecto a la designación de ministros de la Corte Suprema, por lo que tal calidad implica y ante las decisiones que tienen que tomar, y no son claros cuáles son los criterios que es preciso sopesar, como Senadores, a la hora de la evaluación. Algunos se inclinan por la forma; otros, por los fallos. Se dice que los jueces hablan por ellos.



Otros elementos surgidos en el caso del ministro señor Valderrama, a quien he tenido la oportunidad de conocer, dicen relación no solo con una persona dedicada al Poder Judicial -su primera opción durante muchos años- y un juez de terreno, sino también con alguien que ha ejercido en la academia y la capacitación y que se ha involucrado en los procesos de nuestra reforma al sistema judicial. Al leerse el informe de la Comisión de Constitución queda claro que registra una amplia participación en ello.



Y, además, tiene una opinión, lo que valoro. Respecto a la modificación de la reforma procesal penal, preguntó si se quiere que todos los imputados terminen con una sentencia condenatoria o si se busca un mejoramiento de lo existente.



Requerido sobre la “puerta giratoria”, dio una cifra bien elocuente: más del noventa por ciento de los imputados terminan con una medida cautelar.



Es decir, lo que se busca al final del día, cuando se elige un ministro de la Corte Suprema o de Corte de Apelaciones o un juez, es una persona que no solo aplique las leyes, sino que también tenga ciertas miradas políticas, sociales, sobre el país que se quiere construir. Y creo que los magistrados colaboran en eso a partir de los fallos que dictan.



Así como en el pasado a veces no se ha podido concurrir a las propuestas del Presidente de la República en relación con algunos nombramientos, en esta oportunidad lo hago con mucho agrado ante el hecho de que los tres Poderes del Estado coinciden en una propuesta uniforme.



Voto a favor del nombramiento del ministro señor Valderrama.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo perfecto siempre es enemigo de lo bueno. En muchas ocasiones hemos reflexionado sobre el mecanismo de nombramiento de los jueces. Al final, media un fuerte valor de la historia.



Existe una sola propuesta de la Primera Mandataria, respecto de lo cual el pronunciamiento es sí o no, y uno confía en que el criterio del cual el Senado se hace parte para la conformación del Máximo Tribunal sea de equilibrio, es decir, que lleguen personas con mérito, capacidad y apego irrestricto a la ley, pero que también actúen en justicia. Porque muchos hemos dicho: “De qué sirve la ley, si no hace justicia”. 



La ley debe hacer justicia.



Por tanto, aspiramos a que la Corte Suprema esté en un equilibrio que permita la confianza, el respeto. Y eso lo hemos ido construyendo, a veces con cierto tironeo, a veces con algún debate que ha caldeado los ánimos.



En esta ocasión, la Presidenta realizó una sola propuesta.



Conversamos sobre ella con la Ministra Javiera Blanco, quien ha expresado: “Aquí hay una carrera; hay mérito”.



Existían otros postulantes también. Y, por cierto, quedan otras designaciones que deberemos resolver.



Ahora se nos plantea esta opción, y la voy a votar a favor.



Ya se han señalado los méritos del candidato, y existe un consenso extraordinario en torno a él.



La Corte Suprema requiere que la conformen los mejores, los más capaces. Y todo indica que aquí estamos optando en función de la capacidad y el mérito.



Quiero aprovechar esta oportunidad además para decir que comparto lo señalado por los Senadores en el sentido de que no podemos seguir impasibles frente a los abogados integrantes.



Ellos conforman un problema, no son una ventaja. Resuelven un problema, pero crean otro.



Lo relativo a la transparencia; a la credibilidad, particularmente en los fallos; a la conformación de las salas debe ser abordado. Y esa es una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.



La Ministra aquí presente es consciente de eso. Lo hemos planteado en más de una oportunidad.



Existen experiencias muy claras al respecto.



Los abogados integrantes ciertamente tienen conflictos de intereses, pues actúan en el ámbito de lo civil, de lo penal. Y al momento de sentarse a emitir un fallo hay la confianza de que conocen la ley. Sin embargo, subsiste la duda de la total imparcialidad, aun cuando existe la facultad de recusar.


Todo indica que un Poder Judicial fuerte ha de tener reemplazantes, jueces adjuntos, quienes deben provenir de una carrera permanente. Ello, para no recurrir a los abogados integrantes, figura que, por lo demás, se desarrolló e instaló en circunstancias muy especiales de la historia del Poder Judicial.



Estamos votando a favor de un juez que sin duda va a llegar al Tribunal Supremo. Pero aprovechemos la ocasión para pedirle formalmente al Ejecutivo -el Senador Hernán Larraín formuló una propuesta, que comparto- el término de los abogados integrantes.



Me gustaría que el Senado tomara una decisión formal en tal sentido.



Voto favorablemente, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, no hay duda de que la solicitud presidencial que nos convoca hoy representa una de las resoluciones más importantes que debemos tomar como Corporación y en nuestra condición de Senadores, pues estamos decidiendo sobre una persona que va a formar parte del Más Alto Tribunal de la República -lamentablemente, en el currículum no aparece su edad, pero dispongo de información al respecto- por más de diez años. Eso demuestra la trascendencia, la profundidad de tal designación.



Y quiero sumarme a lo que han planteado distintos Senadores, en el sentido de que aquí estamos ante un juez que nace en provincia; que ha desarrollado su carrera profesional en tribunales incluso de zonas alejadas, por lo que es consciente de que las vicisitudes, las realidades que se viven en ellos no son las mismas que se evidencian en los juzgados de la gran capital; y que, por lo mismo, ha tenido un contacto mucho más directo con la comunidad en lo que respecta a la administración de justicia. 



Eso me parece extraordinariamente valorable.



Porque el hecho de haber formado parte de un tribunal pequeño, de comunas, de regiones alejadas; de ser ministro de Corte de Apelaciones, y de tener hoy además la posibilidad de integrar la Corte Suprema, demuestra que, aparte de esos méritos, tiene talento, capacidades y que ha actuado con eficacia en el ejercicio de la principal tarea de los magistrados: administrar justicia, hacer que prevalezca la ley que dicta el soberano a través de sus representantes, Cámara de Diputados, Senado y Presidente de la República, como colegislador. 



Y aquí tenemos a un juez que ha evidenciado en sus fallos -y he leído algunos- gran objetividad y capacidad para resolver adecuadamente, con la luminosidad de la ley, las distintas causas.



No se trata de un magistrado que dirá: “Estoy en la Corte Suprema para favorecer a unos y perjudicar a otros”.



Es un juez que integrará el Máximo Tribunal para administrar justicia, y -como él dice- una justicia también oportuna.



Pero no solo eso me lleva a votar favorablemente esta designación, señor Presidente.



También me hacen fuerza las opiniones del candidato -ya se señaló- sobre lo que requiere nuestra justicia penal.



La implantación de un tribunal de ejecución de penas constituye una necesidad en nuestro ordenamiento jurídico. Hay una falencia absoluta en esa materia.



Uno habla con los especialistas en justicia criminal; con los expertos de criminología, de gendarmería, y se da cuenta de que es imprescindible establecer dichos tribunales.



Entonces, me parece sumamente positivo que un candidato a ministro de la Corte Suprema exprese aquello al momento de concurrir a la Comisión de Constitución del Senado.



En seguida -algo por lo que algunos Senadores han luchado durante mucho tiempo-, la protección a las víctimas.



Hoy en Chile las víctimas tienen una débil protección frente a la impresionante institucionalidad existente para proteger a los victimarios.



Y, por último, el respaldo a las policías.



Creo que eso coincide con el sentir nacional: policías que cuenten con más facultades, con mayores capacidades para realizar un trabajo que facilite la lucha contra la delincuencia.



Me parece que esos tres elementos que manifiesta el magistrado a quien hoy le estamos dando nuestro respaldo, harán que en la Corte Suprema se abra también un debate para coadyuvar tanto al Poder Ejecutivo cuanto al Parlamento y avanzar en esas materias.



El conocimiento que él tiene de la realidad de la justicia criminal; la objetividad que demuestra -fundamental para resolver los casos sometidos al conocimiento de los jueces-, hacen que necesariamente votemos a favor de este nombramiento.



Señor Presidente, quiero aprovechar estos últimos segundos para decir que comparto lo señalado con respecto a los abogados integrantes.



Como Diputado fui autor de algunas iniciativas sobre el particular.



Por alguna razón, en determinado momento se paraliza la discusión y no hay apoyo para aprobar la eliminación de esa figura.



Uno escucha siempre las mismas opiniones sobre los abogados integrantes. Pero las veces en que se ha sometido a debate el proyecto pertinente tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados en algún momento no se cuenta con el respaldo el Ejecutivo, no están los votos suficientes o algo pasa.



Yo espero que esta sea la oportunidad para sacar una institución que no tendría que existir en nuestro ordenamiento jurídico, como es la de los abogados integrantes.



Debiera haber ministros, ministros suplentes que actúen con la objetividad que ha demostrado don Manuel Antonio Valderrama para resolver los casos sometidos a su conocimiento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, yo pienso que todos en nuestro país, y particularmente en el Senado, aspiran justamente a que nuestras instituciones recuperen legitimidad, credibilidad.



Chile tiene un problema: hay un cuestionamiento a toda nuestra institucionalidad, a todo nuestro chasis institucional.



Es la Iglesia la que está cuestionada; es nuestra institución educacional la que se halla cuestionada; es nuestra institucionalidad parlamentaria la cuestionada; son los partidos políticos los que están cuestionados.



Pero eso no exime al Poder Judicial.



Entonces, a mí me parece que es ahí donde debiéramos apuntar cuando hacemos estas nominaciones.



Se trata de una gran oportunidad. Porque normalmente cuando legislamos, lo hacemos para el Chile del futuro. Estamos dictando leyes para un proyecto de país que viene por delante, pues las normativas son para el mañana.



Pero cuando uno nombra a un juez de la Corte Suprema está legislando para el presente, al objeto de que ellos se hagan cargo precisamente de construir un presente mejor.



Todos hemos dicho, o al menos quienes representamos a la Nueva Mayoría, que uno de los principales desafíos que tiene nuestro país es la desigualdad. Y tal vez donde con más fuerza esta se expresa es en el vivir cotidiano de los chilenos que carecen de justicia, de aquellos a los que se les violan los derechos humanos de todo tipo, no solo los de índole político.



Yo valoro cómo los tribunales de justicia -valga la redundancia- han hecho justicia, a pesar de que han pasado años en algunos casos. Pienso que una de las cosas que nos reivindicará frente al futuro es que se haga justicia.



Pero hay muchas instancias en las que se violan los derechos humanos: cuando las personas son afectadas por las isapres, cuando son dañadas por problemas ambientales; cuando los pueblos originarios son discriminados; cuando la gente no tiene acceso a la salud.



Por tanto, me parece que hoy el rol del Poder Judicial es de reparación, en el sentido de hacer justicia a quienes no la tuvieron.



En tal contexto pongo la nominación del señor Valderrama como Ministro de la Corte Suprema.



No solo valoro esta proposición, que ha sido objeto de un consenso transversal -y saludo a la Presidenta de la República (y, para ser justo, también a la Ministra de Justicia) por haberla formulado-, porque me parece que va en el sentido correcto.



Además, considero relevante el nombramiento de jueces que desarrollan su carrera judicial en los pueblos y en los villorrios, pues pasan por todas las instancias hasta llegar al Máximo Tribunal. Ello, porque conocen la realidad de nuestro país, saben de los pequeños intersticios de Chile.



En tal sentido, aspiramos -estamos convencidos de que va a ser así- a que el Ministro Valderrama, como Supremo, se sume a esa tan noble e importante tarea, que ya han seguido varios presidentes del Máximo Tribunal, como los Ministros Juica, Ballesteros y Muñoz, quienes han dado un ejemplo en materia de reparaciones profundas encaminadas a establecer justicia donde no la hubo.



Tengo la convicción de que el señor Valderrama será un ministro connotado que ennoblecerá la justicia y logrará que los chilenos vayan recuperando la confianza en sus instituciones, en particular en un Poder tan importante como el que conforman los tribunales superiores de justicia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la designación de don Manuel Antonio Valderrama Rebolledo como Ministro de la Corte Suprema (30 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor Guillier.
)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador señor Larraín pidió oficiar a la Presidenta de la República para plantearle el término de la institución de los abogados integrantes y su reemplazo por otra iniciativa, como la de ministros suplentes.



¿Le parece a la Sala oficiar en nombre de todo el Senado?



Acordado.

)-----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 16:32.







Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción
ANEXOS

D O C U M E N T O S

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR AL SEÑOR MANUEL ANTONIO VALDERRAMA REBOLLEDO EN EL CARGO DE MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA

(S 1.821-05)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, para designar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al integrante de la Corte de Apelaciones de Santiago, señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo, en la vacante provocada por la renuncia voluntaria del magistrado señor Rubén Ballesteros Cárcamo.


Se deja constancia que en el oficio respectivo se ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


A la sesión en que se analizó esta proposición asistieron, además de los integrantes de la Comisión, el Honorable Senador señor Pizarro, la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, y el Ministro de la Ilustre Corte de Apelaciones de Santiago, señor Manuel Valderrama Rebolledo.


Concurrieron, asimismo, la jefa de gabinete de la señora Ministra de Justicia, señora Elvira Oyanguren; el jefe de la división jurídica de dicha Secretaría de Estado, señor Álvaro Pavez; el jefe de comunicaciones del Poder Judicial, señor Álvaro Astudillo; los asesores del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega y señor Claudio Rodríguez; los asesores del Honorable Senador Larraín, señora Daniela Lazo y señor Héctor Mery; los asesores del Honorable Senador señor Harboe, señores Sebastián Abarca y Sebastián Lewis; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Andrés Longton; el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck, el asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, y la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Tania Larraín.

- - -


Cabe señalar que según lo dispone el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la proposición de nombramiento que ha formulado S.E. la señora Presidenta de la República debe ser considerada en una sesión especial de esta Corporación.


Asimismo, se deja constancia que para ser aprobada requiere del voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1. Constitución Política de la República


- El artículo 78 de la Carta Fundamental establece que la Corte Suprema se compone de veintiún miembros, los que son nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado.


El inciso tercero del mencionado precepto precisa que los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema serán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que en cada caso propondrá la misma Corte, siempre que cuente con el acuerdo del Senado. Esta Corporación deberá adoptar su decisión por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ello. Agrega que si el Senado no aprobare la proposición del Primer Mandatario, el Máximo Tribunal deberá completar la quina, proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.


Su inciso quinto preceptúa que cuando se trata de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, la mencionada nómina se formará exclusivamente con integrantes de aquél, y ocupará un lugar en ella por derecho propio el ministro de Corte de Apelaciones más antiguo que figure en la lista de méritos. Los otros cuatro nombres se determinarán en atención al merecimiento de los candidatos.


- El número 9) del artículo 53 que prescribe que es atribución exclusiva del Senado aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, la designación de los Ministros de la Corte Suprema.


1.2.- Código Orgánico de Tribunales. 

Sus artículos 254 y 283, que señalan que para ser ministro de la Corte Suprema se requiere ser chileno, tener título de abogado, e integrar la cinquena formada al efecto por la Corte Suprema con los ministros de Corte de Apelaciones que designe, lista que deberá contener al ministro de Tribunal de Alzada más antiguo que integre la lista de mérito.


1.3.- Reglamento del Senado. 

Su artículo 205 indica que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO


En los antecedentes de la proposición que formula S.E la Presidenta de la República, se deja constancia que se encuentra vacante un cargo de ministro de la Excelentísima Corte Suprema, a raíz de la renuncia voluntaria de don Rubén Ballesteros Cárcamo.


Esa situación condujo a que el día 7 de julio del año en curso, el Pleno del Máximo Tribunal acordó, por votación, la conformación de la cinquena a la que hace referencia el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la que quedó integrada por los siguientes ministros de Corte de Apelaciones:

1. Don Alfredo Pfeiffer Richter, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, por derecho propio;

2. Don Jorge Dahm Oyarzún, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago;

3. Don Juan Pedro Shertzer Díaz, Ministro de la Corte de Apelaciones de La Serena;

4. Don Roberto Contreras Olivares, Ministro de la Corte de Apelaciones de San Miguel, y

5. Don Manuel Valderrama Rebolledo, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.


El acta del Pleno deja expresa constancia que el orden de inclusión en esta nómina atiende a la ubicación de los candidatos en el escalafón general de antigüedad del Poder Judicial.


La referida cinquena fue comunicada a la Jefa de Estado mediante oficio Nº 471, de 9 de julio de 2015. Por su parte, y mediante el oficio GAB. PRES Nº 1.721, de 4 de agosto del presente año, la Primera Mandataria, en uso de la atribución que le confiere el ya mencionado inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, comunicó al Senado su decisión de proponer al ministro señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo para proveer el cargo que se encuentra vacante en la Excma. Corte Suprema.


La Sala del Senado tomó conocimiento de dicha resolución el día 4 de agosto de 2015, oportunidad en que se hizo presente la urgencia para el despacho de esta solicitud, en los términos que señala el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

-.-.-


Según consta en el currículum vitae adjunto al oficio de S.E. la Presidenta de la República, el ministro señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo, es chileno, licenciado en ciencias jurídicas y sociales de la Universidad de Chile, y abogado desde el año 1982.


Ha trabajado en la Contraloría General de la República y en la Dirección del Trabajo.


En el año 1986 ingresó al Poder Judicial, desempeñándose, en primer lugar, como juez del trabajo de la ciudad de Punta Arenas. En 1994 cumplió la función de relator interino de la Corte de Apelaciones de la misma ciudad. En el año 1995, fue designado juez del Tercer Juzgado de Letras de Punta Arenas, función que ejerció hasta el año 1998, en que fue ascendido al cargo de fiscal de la Ilustre Corte de Apelaciones de la mencionada ciudad. Desde el año 2006 a la fecha, ha ejercido el cargo de ministro de la Ilustre Corte de Apelaciones de Santiago.


En paralelo ha sido profesor derecho procesal en las Universidades de Magallanes y Alberto Hurtado. Asimismo, ha participado diversos seminarios y cursos de perfeccionamiento en la Academia Judicial, en el Instituto de Estudios Judiciales y en los centros universitarios en los que ha impartido cátedras. En un documento anexo a este informe, se detalla los antecedentes de dichos cursos y seminarios.

CONSIDERACIÓN DEL ASUNTO EN LA COMISIÓN


Al inicio de la sesión, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador De Urresti, ofreció el uso de la palabra a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, quien en nombre del Gobierno agradeció la invitación a participar en la discusión de esta nominación, e inició su exposición manifestando que en la actualidad el Poder Judicial juega un rol relevante en la elaboración e implementación de las políticas públicas. Añadió que en este momento el Parlamento discute varios proyectos de ley que tendrán impacto significativo en la vida cotidiana de los ciudadanos, en cuya elaboración se contó con la colaboración del Máximo Tribunal del país y los órganos técnicos que de él dependen. En esa condición están, por ejemplo, el proyecto de ley que elimina el turno judicial, el que establece la tramitación electrónica de los procesos civiles, y el que perfecciona la reforma procesal penal.


Manifestó que el candidato que el Ejecutivo ha elegido en esta oportunidad tiene las condiciones necesarias para formar parte de la Excelentísima Corte Suprema, y para colaborar, desde esa instancia, en los desafíos que le impone la sociedad a ese Poder del Estado. Agregó que el Ministro Valderrama cuenta con experiencia judicial práctica de primera mano en la aplicación de la ley, tanto a nivel administrativo –asentado con su paso profesional por la Contraloría General de la República y la Dirección del Trabajo-  como judicial, tal como se desprende de su brillante carrera en tribunales, lo que da garantías de que será un real aporte en la vacante que ocuparía en la Tercera Sala de la Corte Suprema.


Luego, destacó la trayectoria del candidato en la implementación de la Reforma Procesal Penal, asunto de preocupación constante de esta Comisión y de la ciudadanía. Al respecto, mencionó las variadas actividades académicas y de capacitación que el ministro Valderrama ha impartido, tanto para funcionarios judiciales como para abogados externos. Lo anterior, sostuvo, lo califica para integrar el Máximo Tribunal, instancia que juega un papel muy relevante en los cambios que requiere el sistema procesal, tal como se ha planteado en la Comisión Permanente de Seguimiento de la Reforma Procesal Penal, que funciona en el Ministerio de Justicia.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, señor Manuel Antonio Valderrama, quien agradeció la nominación con la que lo distinguió la Primera Mandataria, y la invitación formulada por la Comisión para exponer su visión sobre el Poder Judicial.


Recordó que cuando inició su vida laboral en la Contraloría General de la República, fue asignado a la división encargada de la redacción de los dictámenes que elabora este organismo. Relató que en ese cometido debía visitar habitualmente la sala de registros de la institución, donde la jurisprudencia administrativa estaba clasificada en tarjetas de cartón escritas, las que debían ser consultadas manualmente para averiguar cuál era la interpretación vigente para cada materia. Indicó que mucho después hizo su aparición la informática en el ente Contralor y en los Tribunales de Justicia, con lo que esa y otras labores de consulta se agilizaron notoriamente, lo que conllevó a una desburocratización de los procesos internos, más transparencia y mejor acceso de la justicia.


Manifestó que en la actualidad toda la fase de discusión de los procedimientos reformados se maneja de forma digital, sin papeles, y las audiencias son grabadas, lo que mejora el acceso a la justicia. Impone una regla general de transparencia, aumenta la celeridad y baja los costos. Agregó que el tribunal de alzada donde se desempeña – la Corte de Apelaciones de Santiago – ha establecido que todos los recursos de protección que se interponen ante ella deben ser presentados y tramitados digitalmente. Finalmente, recordó que la Sala del Senado está próxima a conocer un proyecto de ley que establece la tramitación digital de los procesos civiles, reforma que cierra un ciclo en este sentido, y permite que los beneficios de la informática llegue a todas las materias que conocen los tribunales chilenos.


Observó que lo anterior supone también un esfuerzo especial para que esta tecnología esté disponible en todos los lugares del país. Recordó que en muchas zonas apartadas el acceso a las comunicaciones es difícil, tal como lo conoce de propia mano por su experiencia en los tribunales de Magallanes. 


Indicó que el Poder Judicial ha ido en auxilio de los habitantes de esas localidades, implementando terminales públicos de consulta, y estableciendo jueces itinerantes. Señaló que hace pocas semanas atrás una Sala de la Corte de Apelaciones de Concepción se constituyó en la comuna de Los Ángeles, estableciéndose un turno especial mensual en esa localidad. Manifestó que esa experiencia es perfectamente replicable en todo Chile.


Recordó que en el año 1996, cuando se desempeñaba como juez de la comuna de Punta Arenas, solicitó al tribunal de alzada de esa ciudad una autorización para constituirse como juez itinerante en la localidad de Puerto Williams. Relató que en esa ocasión, el máximo tribunal regional estimó innecesario dicho traslado, pero al año siguiente, cuando pasó a integrar esa Corte, se dispuso expresamente un juez itinerante para esa localidad. Recordó que en estos momentos está en tramitación en el Congreso Nacional un proyecto de ley que crea, entre otros, un tribunal en ese lugar. Manifestó que el juez que cumple ese rol hace un aporte fundamental a la comunidad, porque con su sola presencia orienta a la ciudadanía para la resolución de sus controversias.


Indicó que hace dos años atrás integró un comité especial organizado por la Corte Suprema, y presidido por la ex ministra Egnem, que tuvo por misión identificar las iniciativas que fortalecen la atención al público de los tribunales de justicia.


Puntualizó que el acceso a la justicia no es solo un asunto formal, sino que también considera escuchar a la ciudadanía, y entregarle una orientación inicial para que pueda resolver de buena forma sus controversias. Manifestó que el usuario del sistema judicial siempre tiene un conflicto que le aqueja, lo que implica que todos los funcionarios de los tribunales de justicia deben ser capacitados para dar acogida y atención, pues son servidores públicos y se deben a la ciudadanía.


Añadió que la labor judicial no solo debe ser justa, sino también oportuna. Indicó que la sobrecarga de trabajo atenta contra ese requerimiento, lo que tiene particular relevancia en la actual tramitación de los procesos civiles. Señaló que lamentablemente muchos abogados de la plaza hacen uso intensivo de los medios de impugnación de resoluciones con un puro afán dilatorio, pues cuando esas causas son elevadas a los tribunales de alzada, muchas veces los recurrentes no comparecen en las audiencias de la vista para sostener su recurso. Puntualizó que una de las soluciones posibles es utilizar las disposiciones contenidas en los artículos 358 del Código Procesal Penal y 481 del Código del Trabajo, que permite que en esos procedimientos se declare el abandono del recurso. Manifestó que herramientas como esas podrían dar más celeridad a los procesos actuales, y evitaría la excesiva demora en la terminación de las causas de arrastre, si en el futuro la Reforma Procesal Civil opta por un mecanismo similar al de la Reforma Procesal Penal, respecto de las causas vigentes bajo el sistema antiguo.


En otro orden de materias, recordó que en el año 1998 la Academia Judicial hizo un llamado a nivel nacional a todos los jueces interesados en participar como monitores de la implementación de la Reforma Procesal Penal. En esa oportunidad fue seleccionado y le correspondió organizar en el año 2001 un diplomado especial para funcionarios judiciales y abogados externos al Poder Judicial, en la región de Magallanes. Expresó que esa experiencia brindó muy buenos resultados, y en la actualidad varios de esos profesionales que han ocupado cargos de fiscal regional, de defensor regional y jueces de garantía en la zona. 


Añadió que la experiencia adquirida en la implantación de la mencionada reforma le ha permitido desempeñar funciones académicas en la Universidad Alberto Hurtado, y le ha valido ser enviado, en representación del Poder Judicial chileno, a colaborar con la capacitación de los jueces, fiscales y defensores mexicanos, que el próximo año inaugurarán un nuevo procedimiento penal muy similar al chileno. Además, le ha permitido impartir clases en la escuela de Carabineros de Chile, y en el curso de habilitación para postular a los cargos de ministro y fiscal de Corte de Apelaciones, que se dicta en la Academia Judicial. Manifestó que esta actividad ha despertado en él especial interés, y por ello cursa el segundo año de un programa especial de magister en docencia universitaria.


En otro orden de materias, señaló que como juez le corresponde a menudo escuchar diversas críticas sobre la Reforma Procesal Penal. Al respecto, consideró que en este caso se puede hacer un parangón con el desarrollo orgánico del ser humano. Agregó que luego de 15 años de funcionamiento de la reforma se puede decir que nuevo sistema vive su adolescencia, lo que metafóricamente implica que aún se está a tiempo para ser mejorado y observar un buen desarrollo posterior.


En relación con lo anterior, expresó que se está a tiempo de introducir las siguientes reformas fundamentales:


1) Implantar un tribunal de ejecución de penas, para hacer un seguimiento efectivo de las personas condenadas, y centralizar el tratamiento de asuntos penitenciarios que hoy están dispersos en distintas instancias, como la libertad condicional, el sistema de rebaja de condenas, el seguimiento de la efectividad de las medidas impuestas a los adolescentes infractores de la ley penal, y el cumplimiento de las condiciones acordadas para la suspensión condicional de los procesos penales.


Al respecto, recordó que la Constitución Política de la República prevé que los tribunales de justicia son los responsables del cumplimiento de las resoluciones judiciales, y en la actualidad esa función no se ejecuta a cabalidad. Observó que si el Poder Judicial logra abocarse a ese asunto, con los cambios legales que sean necesarios, sin duda contribuirá como fuerza estabilizadora a todo el resto de la sociedad.


2) Dar una adecuada protección a las víctimas. Manifestó que nuestro Estado está en deuda con las víctimas, y aunque hay muchos esfuerzos desperdigados en distintos programas, llevados a cabo por un sinnúmero de reparticiones públicas, en la actualidad se observa como muchas personas no ejercen a cabalidad los derechos que les otorga el procedimiento penal, y terminan siendo abandonados por el sistema. Observó que él vivió en carne propia esta situación, cuando fue objeto de un robo en su departamento. Señaló que en esa oportunidad la investigación no tuvo ningún avance y la causa fue archivada sin ningún resultado. 


Sobre el particular, manifestó que lo anterior no implica que ante todas las denuncias las víctimas puedan esperar una sentencia judicial condenatoria, pero se requiere a lo menos que se dé a cada involucrado una explicación plausible sobre las gestiones investigativas que razonablemente pudieron hacerse, y el resultado de las mismas. Expresó que si se implementa un esfuerzo de esta naturaleza, muy probablemente la insatisfacción pública en este tema bajará. Por el contrario, si esa labor no tiene lugar, el reproche público estará merecido.


3) Se debe revisar la legislación relativa a las atribuciones de las policías. Señaló que estas facultades deben ampliarse, pues en la actualidad estos entes tienen la capacidad profesional suficiente para emprender por sí mismos las primeras diligencias investigativas, sin requerir permiso previo de los fiscales en cada paso que den. 


A este respecto, observó que una crítica común es que los jueces de garantía son muy proclives a dejar en libertad a los imputados que llegan a la audiencia de control de detención, pero no se toma en cuenta que muchas veces en esa etapa del proceso, el contenido de la carpeta investigativa es francamente pobre, y el magistrado a cargo no tiene forma de justificar una decisión en otro sentido.


Señaló que los instantes próximos a la comisión de un delito son claves para la historia que deberá reconstruir el juez en su resolución. En esta etapa, explicó, se nota mucho la deficiente coordinación y comunicación entre fiscal y policía. Manifestó que la solución es que la policía pueda actuar de forma autónoma en esa fase. Añadió que es muy importante ampliar el catálogo de primeras diligencias investigativas sin orden previa del fiscal.


Indicó que hay que confiar en nuestras instituciones policiales, que son reconocidas internacionalmente por su profesionalismo y probidad. Manifestó que mayores facultades y autonomía investigativa inicial generarán más información disponible a la hora de la audiencia de control de detención, lo que permitirá al juez tomar una mejor decisión. Señaló que lo anterior tiene un claro límite: el respeto irrestricto a los derechos y garantías fundamentales establecidas en el ordenamiento jurídico.


Expresó que en este plano también se inscribe la percepción ciudadana de la denominada “puerta giratoria judicial”, lo que no se condice con la realidad, pues los datos demuestran que en más del 90% de las oportunidades en que el fiscal solicita al juez una medida cautelar contra un imputado, obtiene lo solicitado. Connotó que las declaraciones de ilegalidad de la detención abarcan un porcentaje ínfimo del total conocido por los tribunales, y casi todas las medidas intrusivas solicitadas por el ente persecutor son otorgadas.


Manifestó que lo relevante a la hora de exigir sentencias condenatorias al Poder Judicial es que estas decisiones se tomen en base a información de buena calidad, que no genere dudas, y que se respeten todas las garantías fundamentales. Puntualizó que no tiene sentido calificar de garantista a una judicatura determinada, porque en su diseño se especificó que su función principal es justamente velar por las garantías de los intervinientes en el proceso penal, y sancionar a quienes efectivamente lo merezcan.


Expresó que no todos los procesos deben llegar a juicio oral. Señaló que en el diseño de la reforma se consideró que sólo el 3% de los casos deben llegar a esa instancia, pues de lo contrario el sistema colapsa y se corre el riesgo real de volver atrás, donde lo habitual eran juicios que se eternizaban. Indicó que para ello se requiere una implementación decidida de salidas alternativas, con un sistema fuerte de control de las condiciones impuestas. 


Concluyó su presentación manifestando que siempre quiso desarrollarse profesionalmente en la judicatura, opción a la que ha logrado acceder y, por ello, para él es un honor y un orgullo que el Senado lo considere para integrar la Excelentísima Corte Suprema, que es el pináculo de la carrera judicial.


A continuación, los integrantes de la Comisión formularon una serie de preguntas.

En primer lugar, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Araya, quien resaltó la labor profesional del candidato en los tribunales de la región más austral del país. Añadió que también destaca su amplia experiencia en materias criminales, primero como juez de letras del crimen, como encargado de la supervisión de la reforma procesal penal en la zona austral y, finalmente, por las relevantes labores de capacitación en el área procesal penal, impartidas a todos los actores institucionales del nuevo sistema. Indicó que este asunto es de particular interés para la Comisión y, por ello, solicitó su opinión sobre el desarrollo de esta reforma, y los ajustes que requiere.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina expresó que es muy relevante que el candidato ostente una destacada trayectoria profesional en los tribunales más apartados de Chile, y a continuación que le haya correspondido desempeñarse en el tribunal de alzada capitalino, que es el que más ingresos concentra.


Añadió que resulta de especial interés conocer la visión del candidato sobre las principales estadísticas de la seguridad ciudadana chilena, que muestran que el año pasado un 93% de las causas por robos violentos (236.000 investigaciones) no arrojaron resultados judiciales efectivos. Indicó que estos datos se elevan al 99% cuando se trata de causas sin imputado conocido. 


Asimismo, recordó que la Excma. Corte Suprema informó al Senado que en el mismo período los tribunales con competencia criminal habían despachado 66.000 órdenes de detención a las policías, sin resultados positivos.


Expresó que ambos datos muestran que algo anda mal en el sistema procesal penal. Al respecto, manifestó que consultados sobre el punto los actores institucionales dan distintas respuestas. La fiscalía alega que los jueces de garantía imponen estándares probatorios muy altos, y que las policías no cumplen con las diligencias encargadas; Las policías señalan que no tienen facultades suficientes para actuar por sí mismas y que no logran comunicarse fluidamente con los fiscales para requerir las autorizaciones correspondientes. Finalmente, muchos jueces manifiestan que los antecedentes allegados a los estrados por los persecutores son particularmente pobres, y no permiten fundar adecuadamente sentencias condenatorias.


En vista de lo anterior, preguntó qué medidas concretas de políticas de control, rehabilitación y reinserción podrían ser implementadas para que disminuya la impunidad en los delitos de alta connotación social.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, quien destacó la trayectoria del candidato, en la que se observa una interesante mezcla entre experiencia práctica, reflexión académica y transmisión de conocimiento. Señaló que estos tres componentes aportan mucho a la configuración del Máximo Tribunal del país.


Formuló, a continuación, las siguientes consultas al candidato: a) cuál es su compromiso de desarrollo institucional frente a la posibilidad de integrar la Corte Suprema; b) Dado que las reformas procesales han conformado un régimen nuevo de recursos, que han impuesto un rol distinto a la Corte Suprema, cuál debiera ser el papel del Máximo Tribunal de cara a la futura Reforma Procesal Civil; c) En vista de la amplia experiencia del Ministro en la judicatura penal, preguntó qué opinión le merece la posibilidad de establecer una defensoría penal de las víctimas, equivalente a la que hoy se provee a los imputados; d) qué medidas se pueden adoptar para que el archivo provisional cumpla con su rol original y no se transforme en una vía rápida de finiquitar causas sin dar una respuesta adecuada a las víctimas y, e) cuáles son, a su juicio, las modificaciones más urgentes al sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal, de forma que las medidas que se adopten impulsen la rehabilitación de los ofensores.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Harboe quien también valoró la trayectoria profesional del candidato. Indicó que el ministro Valderrama conoce de primera fuente el rol social que le corresponde al juez de una localidad apartada. Expresó que también tiene experiencia en la administración de justicia en una zona metropolitana, como es Santiago. 


Igualmente, destacó mezcla entre academia y trabajo práctico del nominado, lo que le permite acceder a una comprensión más completa de la realidad que le toca conocer en sus fallos judiciales. Indicó que esta percepción es muy relevante en las actuales condiciones en que vive al país, pues hoy a la Corte Suprema le corresponde, en el ejercicio de su función, una responsabilidad especial en el fortalecimiento de las instituciones republicanas.


Señaló que en este contexto, la interpretación de la ley que realiza el Máximo Tribunal debe tener en cuenta aspectos valóricos y éticos, debe reflejar una visión del Estado y de la sociedad, y considerar la evolución social que ha tenido lugar en Chile en el último tiempo.


Indicó que antes se esperaba que un juez del crimen tuviera capacidades investigativas especiales. Hoy se pide que un juez de garantía tenga la capacidad de aplicar la ley y garantizar efectivamente los derechos de los involucrados en el proceso penal, pero sobre todo, se requiere que un Ministro de la Excma. Corte Suprema no sólo tenga conocimientos y destrezas legales, sino que también pueda entender el momento por el que atraviesa el Estado y la sociedad a la que sirve.


Manifestó que en este complejo contexto se discutirá, aprobará e implementará la Reforma Procesal Civil. Puntualizó que en ese proceso se ha debatido ampliamente el rol que le debería corresponder a la Corte Suprema.


En otro orden de consideraciones, manifestó que el Poder Judicial es un órgano fundamental de la Reforma Procesal Penal y del sistema global de seguridad. En esa línea, señaló que en la actualidad tiene lugar un debate público sobre la supuesta debilidad de la ley procesal vigente, el carácter restringido de las atribuciones policiales, y el modo garantista que ostentan muchos jueces. Indicó que muchas de estas posturas se afirman en discursos muy llamativos, pero cuando el asunto se analiza desde el punto de vista del análisis estadístico riguroso, los datos que se obtienen son muy distintos. Ellos nos permiten detectar problemas que no son tan evidentes, pero que tienen graves efectos, como la falta de coordinación entre policías y fiscales, y la incapacidad del sistema de persecución de producir prueba plausible para los tribunales.


Luego, observó que el ejercicio ciudadano de elección popular de los integrantes del Congreso Nacional implica otorgarles la facultad para plasmar en la ley penal una visión valórica de lo que está bien y lo que está mal, qué conductas merecen un reproche penal, y cómo se aquilata la magnitud de la sanción en atención al desvalor de esa conducta. Lo anterior importa la fijación legal de un marco punitivo, que por diversas prácticas de los operadores del sistema, y a causa de la propia forma como la ley prevé la determinación concreta de las penas, termina generando resultados judiciales concretos notoriamente distintos a los que el legislador tuvo en mente cuando sancionó la conducta juzgada. 


Expresó que el fenómeno descrito produce un nivel relevante de frustración de la ciudadanía, pues ella no logra ver, en las sentencias de sus jueces, las concepciones sociales sobre la gravedad de las conductas delictivas que se tuvieron en vista, cuando votó por sus representantes parlamentarios.


Indicó que, por esta causa, se han aprobado restricciones legales a la posibilidad de los jueces de cambiar el rango de penas establecido previamente en la ley, tal como ocurrió en la llamada Ley Emilia, y en la reforma a la Ley de Control de Armas. Lo anterior, sostuvo, implica devolverle al legislador el marco de valoración ético-jurídica de las conductas delictivas. Manifestó que adoptar un criterio general de este tipo, limitaría el debate público sobre el aumento general de penas.


A continuación, volvió a hacer uso de la palabra el Ministro señor Valderrama, quien en respuesta a las consultas y observaciones anteriormente planteadas señaló que es indudable que la reforma procesal penal requiere modificaciones. Con todo, expresó que previamente debe hacerse un ejercicio de sinceramiento, pues hay que definir si lo que realmente se quiere es que todos los imputados terminen con una sentencia condenatoria, independiente de los méritos de cada caso, o si lo que se busca es un perfeccionamiento de lo que hoy ya existe.


Manifestó que el principal cambio entre el antiguo y el nuevo sistema fue pasar de un proceso inquisitivo concentrado a otro en que se separan las funciones de investigación y juzgamiento en dos entes independientes, se impone un sistema acusatorio, y se asigna al magistrado la labor de garantizar los derechos de los intervinientes y aquilatar los antecedentes que las partes le presentan. Puntualizó que, en este contexto, el rol del juez es similar al del historiador: intenta reconstituir hechos pasados que no tuvieron lugar frente a él, y para ello la principal herramienta con la que cuenta es la prueba que aportan los intervinientes. De lo anterior, continuó, se deriva que el éxito del proceso depende, primeramente, del éxito de la investigación, tarea que recae en el Ministerio Público.


Manifestó que todo el sistema procesal está construido para que los fiscales ganen los juicios, pues la ley les otorga los medios materiales y jurídicos suficientes para hacer buenas investigaciones. En ese contexto, la coordinación y vinculación con las policías pasa a ser un asunto esencial y, por ello, es importantísimo que se ejerzan a cabalidad las facultades investigativas autónomas que hoy la ley les franquea, y que se le añadan todas las demás que sean necesarias. Indicó que cuando esto no tiene lugar surgen los problemas de comunicación entre la policía y la fiscalía, surgen los errores garrafales que a menudo se observan en la conservación del sitio del suceso, y que impiden que se puedan levantar pruebas válidas para fundar posteriormente la acusación del Ministerio Público.


En relación con las órdenes de aprehensión pendientes sostuvo que en la actualidad ninguna autoridad hace un seguimiento cabal del cumplimiento de las resoluciones judiciales y, por ello, se impone la necesidad de establecer un responsable al interior del Poder Judicial que se dedique exclusivamente a esta tarea. Lo anterior, abarca tanto la fiscalización del cumplimiento de las penas privativas de libertad, las alternativas a las penas privativas, y las medidas impuestas a los adolescentes que infringen la ley penal. Manifestó que esta es la única forma de bajar las alarmantes cifras que se observan en esa materia.


Respecto a las víctimas, manifestó que el nivel generalizado de insatisfacción que se expresa es real, sobre todo en los delitos violentos contra la propiedad. Con todo, indicó que en esos casos es particularmente difícil determinar la identidad del imputado involucrado, lo que en parte explica la gran cantidad de archivos provisionales que se decretan en esa materia. Puntualizó que una situación muy parecida tenía lugar en el sistema procesal penal antiguo, pero en ese tiempo se empleaba el mecanismo del sobreseimiento temporal. Recordó que un tiempo atrás hizo un estudio sobre el tema, que arrojó que cerca del 90% de los procesos que se regían por ese estatuto terminaban de esa forma.


Relató que cuando él era juez del crimen enfrentaba la siguiente situación: cada vez que se tenía conocimiento de un hecho que revestía características de delito, emitía una orden de investigar a la policía, e instruía un sumario. Al tiempo, la policía remitía sus resultados, en los que generalmente se atestiguaba que se había acreditado la existencia del hecho punible, pero no se habían logrado indicios que revelaran la participación de personas determinadas. Observó que en la actualidad los fiscales están sometidos a la misma dinámica, y eso explica, en parte, el alto nivel de archivos que se objeta.


Señaló que el único control que el nuevo sistema otorga a los jueces, es consultar al fiscal en la audiencia de sobreseimiento qué diligencias investigativas tuvieron lugar. Manifestó que muchas veces ha descubierto que el persecutor no ha solicitado ninguna diligencia a la policía en el tiempo intermedio, frente a lo que no queda otra salida que sobreseer, ya que el sistema procesal actual impide al juez asumir una postura más activa.


Puntualizó que muchas de estas situaciones podrían remediarse si la fiscalía se acercara institucionalmente a las policías, y los instruyera sobre las mejores prácticas investigativas, en vista de conseguir la mayor cantidad de pruebas. Indicó que él adoptó esta misma práctica cuando era juez del crimen en Punta Arenas, preocupándose de mantener siempre una relación fluida con los funcionarios policiales destacados en la zona.


En relación con las consultas sobre la ley de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal, explicó que buena parte de los problemas actuales se deben a la falta de un órgano judicial que se dedique, de manera exclusiva, a la fiscalización y seguimiento de las medidas impuestas por los tribunales a los infractores. Sostuvo que este esfuerzo es particularmente provechoso con los jóvenes, pues ellos son más influenciables por las medidas de corrección que se les impongan.


Manifestó que muchos de los problemas de la seguridad pública tienen hondas raíces en los déficits educacionales de nuestra juventud. Lo anterior se podría subsanar si se realizara un esfuerzo permanente en esta área, volviendo a lo que antiguamente se conocía como educación cívica.


Respecto del rol que le corresponde a la Corte Suprema, indicó que, a su juicio, el Máximo Tribunal se debería orientar, prioritariamente, a la unificación de la interpretación de la ley del fondo, en un rol preferentemente jurisdiccional. Para ello, se debería estudiar algún medio para hacer obligatorio el precedente judicial y, de esta forma, dar algún efecto concreto a los mecanismos de unificación de jurisprudencia, que diversos estatutos procesales consideran, cuando hay dispersión de criterios jurisprudenciales. Señaló que algunos magistrados dudan de esta necesidad, a la luz de ciertas interpretaciones restrictivas del inciso segundo del artículo 3º del Código Civil sobre el efecto relativo de los fallos. Agregó que si se sigue este planteamiento, el papel de la Corte Suprema, como cúspide del sistema judicial, se verá disminuido. 


En relación con las inquietudes suscitadas sobre el sistema de determinación de penas, adujo que en este aspecto hay que recordar que el ejercicio de la acción penal es una atribución privativa del Ministerio Público, y en base al principio de congruencia establecido en el artículo 341 del Código Procesal Penal, los jueces no pueden imponer en su sentencia una pena mayor a la solicitada por el fiscal.


Puntualizó que los letrados habitualmente observan cómo los fiscales, con el propósito de sustraer del juicio oral el conocimiento de un ilícito grave que tienen sanciones altas, reconocen al imputado ciertas circunstancias atenuantes muy calificadas, que bajan artificialmente la pena que les correspondería, con el propósito de obtener la confesión judicial del acusado, llevarlo a un procedimiento abreviado y finiquitar el asunto rápidamente. Observó que esta situación es un problema que hay que considerar.


Fuera de ello, observó que el sistema de determinación de penas es un asunto de aplicación estricta de la ley, que el propio legislador estableció en los artículos 68 y siguientes del Código Penal. Con todo, puntualizó que ante un error en este punto, el artículo 385 del Código Procesal Penal o permite que la Corte que conoce el recurso de nulidad dicte una sentencia de reemplazo cuando la pena impuesta por el tribunal recurrido es mayor a la que corresponde. Si dicha sanción es menor a la que debió aplicarse, es necesario hacer un nuevo juicio, aunque el error de la sentencia anulada diga relación únicamente con un punto de derecho, como es la fijación de la pena. Explicó que en el caso anterior es necesario cambiar la ley, para que la Corte también pueda dictar en esos casos una sentencia de reemplazo.


Concluida las intervenciones ya reseñadas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti, agradeció al Ministro señor Valderrama su participación en esta sesión.

- - -


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, tiene el honor de informar que la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República para nombra como ministro de la Excma. Corte Suprema al señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de agosto de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 2015.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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